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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URÍBE

Pereira, diecinueve de marzo de dos mil nueve

Acta número 0017 del 19 de marzo de 2009

Siendo las dos y treinta minutos de la tarde de esta fecha, la Sala de Deci​sión Laboral del Tribunal Superior del Distri​to Judicial de Pereira, en asocio de la Secretaria, se constituye en au​diencia pública con el objeto de resolver la apelación de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el 26 de noviembre de 2008, en el proceso ordinario que el señor Milciades Sepúlveda le promueve al Instituto de Seguros Sociales. 
El proyecto de decisión final presentado por el ponente, tal como consta en el acta referenciada, fue discutido y aprobado por los demás integrantes de la Colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES   

Aspira el accionante, por apoderado, al reconocimiento de la pensión de vejez por reunir los requisitos legales para ello, a partir del 1º de enero de 2004, intereses moratorios o, en subsidio, indexación, lo ultra y extra petita y costas. 

Apoya sus pretensiones en los siguientes,

ANTECEDENTES

Manifiesta el actor, a través de apoderado judicial, que estuvo afiliado al Instituto de Seguros Sociales, cotizando para riesgos de vejez, pensión y muerte hasta diciembre de 1994; nació el 17 de febrero de 1942, razón por la cual es beneficiario del régimen de transición, conforme al artículo 36 de la Ley 100 de 1993, siendo aplicable a su caso los lineamientos del Decreto 758 de 1990; hasta el 31 de enero de 1993 tenía cotizadas 610 semanas, de las cuales 447 correspondían a los últimos 20 años anteriores al cumplimiento de la edad para acceder a la pensión de vejez; como el empleador estaba en mora respecto de algunas cotizaciones, cotizó mediante el pago de “debido cobrar” para el periodo comprendido entre el 1° de febrero de 1993 y el 31 de diciembre de 1994, mediante recibo de caja N° 739 del 9 de agosto de 2006, con lo que completó las semanas necesarias para hacerse acreedor al beneficio pensional reclamado; por medio de la Resolución N° 0545 del 23 de febrero de 2004, el Instituto de Seguros Sociales negó la pensión de vejez por no tener 500 semanas cotizadas en los últimos 20 años anteriores a la fecha en que cumplió 60 años; mediante memorial del 2 de enero de 2008 se agotó la vía gubernativa. 

Con sustento en esa relación de hechos pretende que se condene al Instituto de Seguros Sociales al reconocimiento y pago de la pensión de vejez establecida en el Decreto 758 de 1990, liquidada conforme a su artículo 20, con las mesadas adicionales desde el 17 de febrero de 2002, con los incrementos legales anuales y con los intereses moratorios establecidos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993; depreca condena en costas a cargo de la demandada.

La demanda fue admitida por auto del 10 de marzo de 2008, fl. 26; notificada la accionada y corrido el traslado de rigor, se pronunció a través de vocera judicial, fl. 29. 

En su respuesta, la demandada acepta que el actor estuvo afiliado al fondo de pensiones por ella administrado y que cotizó por concepto de pensión hasta el 31 de enero de 1993, fecha para la cual acreditaba un total de de 610 semanas, 447 de las cuales lo fueron en los últimos 20 años anteriores al cumplimiento de los 60 años de edad, que por medio de la Resolución N° 0545 de 2004 le fue negada la pensión de vejez al actor, que este cumplió 60 años en febrero 17 de 2002, que para la entrada en vigencia del sistema contaba con más de 40 años y que la vía gubernativa se encuentra agotada; niega los restantes hecho y se opone las pretensiones, argumentando que el actor no acredita la densidad de cotizaciones mínima dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad y que los aportes efectuados por cotizaciones en mora extemporáneamente no pueden ser tenidos en cuenta. Excepcionó Falta de causa, Pago eventual y compensación, y Prescripción.
Llegadas fecha y hora para la realización de la audiencia prevista en el artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, fracasó el intento de conciliación por manifestación expresa de la demandada respecto de no asistirle tal ánimo; luego de surtidas otras etapas procesales, se constituyó el Despacho en primera audiencia de trámite decretando las pruebas solicitadas por las partes, las que fueron practicadas en las restantes diligencias. 

Concluido el debate probatorio, se citó para audiencia de juzgamiento el 26 de noviembre anterior, fl. 78. En esa oportunidad se profirió la sentencia que ahora se revisa por vía de apelación, condenándose al Instituto de Seguros Sociales a reconocer y pagar la pensión de vejez al actor, desde el 2 de enero de 2005, al encontrar la a quo que, teniendo en cuenta que el empleador moroso canceló en el mes de septiembre los aportes correspondientes al periodo comprendido entre el 1° de febrero de 1993 y el 31 de diciembre de 1994, el demandante completó la densidad de cotizaciones necesarias para obtener la pensión de vejez solicitada. 

Inconforme con esa decisión, se alzó en apelación la apoderada de la demandada, fl. 87, manifestando que de los pagos extemporáneos de cotizaciones después de cumplida la edad mínima, se deduce una conducta sospechosa y un intento de defraudación al sistema; afirma que no tiene sustento legal el reconocimiento de las semanas cotizadas desde el mes de febrero de 1993 al de diciembre de 1994, pagadas en agosto 9 de 2006, lo cual fue realizado en forma absolutamente irregular, pretendiendo dar efectos retroactivos a las autoliquidaciones presentadas y pagadas en la mencionada fecha, alega que ante la mora patronal, corresponde al empleador pagar la respectiva pensión de vejez. Cita diferentes pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia y de la Corte Constitucional.

Como dentro de lo actuado no se observa vicio que anule la actuación, se procede a desatar la alzada con apoyo en estas:
CONSIDERACIONES
Se circunscribe la inconformidad de la parte demandada, al hecho de haber sido tenidas en cuenta para efectos del cumplimiento de la densidad de cotizaciones requeridas, las correspondientes al periodo comprendido entre el 1° de febrero de 1993 y el 31 de diciembre de 1994, pagadas en agosto de 2006 por un empleador que se encontraba en mora por dichos periodos, pues considera que dichos pagos fueron irregulares y que se vislumbra en el actuar del demandante un intento de defraudar al sistema. 
Extraños, por decir lo menos, resultan para esta Corporación los argumentos esgrimidos en la sustentación del recurso de apelación por el Instituto de Seguros Sociales; acusa al demandante de intentar defraudar al sistema y de realizar el pago de cotizaciones irregularmente, cuando de los documentos de folios 20 a 23, se extrae una realidad muy diferente; el recibo de caja, fl. 20, expedido por el Instituto demandado, da cuenta del pago de los periodos de febrero de 1993 a diciembre de 1994 por valor de $389.036, con sus correspondientes intereses de mora por valor de $1.005.549, todo ello por concepto de “Aportes debido cobrar patronal 03060103926”, en el cual consta que quien paga es el señor Omar Benjumea; en los dos folios siguientes, se aprecia Acta de Visita N° 7284 realizada dentro del Programa de Fiscalización e Investigación a Empleadores, como constancia de la inspección realizada en las dependencias del exempleador del demandante por la funcionaria del Instituto de Seguros Sociales, Gloria I. Cardona, diligencia en la cual se le informó a Omar Benjumea que debía pagar los aportes en mora por su antiguo empleado, teniendo como limite el 19 de septiembre de 2006 y según la relación de debido cobrar que se le presentaba, fl. 23; pues bien, dicho pago fue efectuado el 9 de agosto de 2006, conforme se relata en la demanda y lo acepta la accionada, fl. 30, reiterándolo en su escrito de sustentación del recurso de apelación.
No es de recibo que el Instituto de Seguros Sociales, después de autorizar el pago y luego de recibir los aportes atrasados con sus respectivos intereses moratorios, venga ahora, de buenas a primeras, a querer restarle la validez y eficacia a dichos pagos, calificándolos de irregulares y aseverando que el actor intenta defraudar al sistema.
Respecto a la mora del empleador en el pago de aportes para pensión y su pago extemporáneo, la Corte Constitucional ha emitido diversos pronunciamientos, entre ellos:

“Sobre la base del funcionamiento adecuado de la relación tripartita que garantiza el reconocimiento de las prestaciones de la seguridad social, esta Corporación ha sido enfática en sostener que la entidad administradora de pensiones no puede negar a un trabajador la pensión a que tiene derecho con el argumento de que el empleador no ha realizado el pago de los aportes, “pues al trabajador se le descuentan estas sumas directamente de su salario mensual, y no resulta justo que deba soportar tan grave perjuicio por una falta completamente ajena a su voluntad, imputable directamente a su empleador y por la cual aquel debe responder… De lo expuesto, es claro, entonces, que la ley atribuye claramente a las entidades administradoras de pensiones la función de exigir al patrono la cancelación de los aportes pensionales, para solventar las situaciones en mora y para imponer las sanciones a que haya lugar, no siendo posible a aquellas alegar a su favor su propia negligencia en la implementación de esa atribución”. 

En la Sentencia T- 668 de 2007 al analizar la mora del empleador en el traslado de los aportes en pensiones, se puntualizó que “es claro, entonces, que la ley atribuye claramente a las entidades administradoras de pensiones la función de exigir al patrono la cancelación de los aportes pensionales, para solventar las situaciones en mora y para imponer las sanciones a que haya lugar, no siendo posible a aquellas alegar a su favor su propia negligencia en la implementación de esa atribución. También ha precisado la Corporación que, estando la entidad administradora facultada para efectuar el cobro de lo que por concepto de aportes le adeuda el empleador y no habiéndolo hecho, una vez aceptado el pago en forma extemporánea se entenderá como efectivo y, por tanto, se traducirá en tiempo de cotización.”

Sobre ese mismo tema la Sentencia T- 284 de 2007 indicó: “De lo expuesto, es claro, entonces, que la ley atribuye claramente a las entidades administradoras de pensiones la función de exigir al patrono la cancelación de los aportes pensionales, para solventar las situaciones en mora y para imponer las sanciones a que haya lugar, no siendo posible a aquellas alegar a su favor su propia negligencia en la implementación de esa atribución.”

En conclusión, la jurisprudencia de la Corte Constitucional es reiterativa en considerar que los argumentos de entidades administradoras de pensiones son impropios y contrarios a la Constitución Política (artículo 13 y 46), cuando pretenden trasladar esa responsabilidad que les confiere la Ley a la parte mas débil en la relación tripartita, que es el trabajador. Por tanto la mora del empleador en pago de los aportes de pensiones no es valida como justificación legal para negar el reconocimiento de la pensión de vejez.” 
 (Subrayado nuestro)
Y es que una cosa es realizar pagos extemporáneos de aportes atrasados, sin la autorización del Instituto de Seguros Sociales o por medios no ortodoxos, como sería el querer pagar antiguos aportes no cancelados como independiente, y otra muy distinta es que el empleador en mora, pague las cotizaciones debidas con la autorización del Instituto, basándose en la liquidación realizada por la entidad y con el pago de los condignos intereses moratorios, pago que así realizado, adquiere total validez, pudiéndose tener en cuenta dichas cotizaciones con fines pensionales.
Es pertinente señalar que esta Corporación en pronunciamientos anteriores
, ha tomado posición en torno a la mora patronal de los aportes y sus consecuencias en los derechos del trabajador, indicando que, conforme con la Constitución y los desarrollos legales y reglamentarios, se atribuyen a las entidades administradoras de pensiones la función de exigir del empleador la cancelación de los aportes pensionales.
Y es lo que ha acaecido en el caso de marras, donde el Instituto de Seguros Sociales realizó la respectiva liquidación del valor de lo aportes adeudados, misma que fue dada ha conocer al exempleador del demandante y quien procedió a pagar oportunamente
Establecido que el pago de aportes realizado por el exempleador es valido, procederemos a verificar el cumplimiento de los requisitos por parte del actor para acceder a la pensión de vejez, teniendo en cuenta que es beneficiario del régimen de transición, como quiera que nació el 17 de febrero de 1942, fls. 11 vto y 13, acreditando 52 años de edad para la fecha de entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993. 
El artículo 12 en su literal a) exige, en el caso de los hombres, haber arribado a los 60 años de edad y en el literal b) indica que las 500 semanas de cotización deben ser durante los últimos 20 años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas o se deben probar 1.000 semanas en cualquier tiempo. 

Pues bien, si el actor cumplió la edad de 60 años el 17 de febrero de 2002 y se le cotizaron efectivamente 446,2857 semanas, fl. 73, dentro de los veinte años anteriores al cumplimiento de los 60 años de edad, cantidad de cotizaciones a la que hay que sumarle, como en efecto lo hizo la Juez a-quo, las que corresponden al debido cobrar por mora del empleador, fl. 74, equivalentes a 98,5714 semanas, para un total de 544,8571, tenemos que efectivamente, el señor Milciades Sepúlveda acredita los requisitos necesarios para acceder a la pensión de vejez reclamada. 
En ese orden de ideas, se hace inequívoca la confirmación íntegra de la sentencia apelada, incluyendo la condenación en costas, de acuerdo a los parámetros del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el numeral 198 del artículo 1º del D.E. 2282 de 1989 y 42 de la Ley 794 de 2003. Costas en esta instancia no se causaron.
A tono con lo discurrido la Sala Laboral de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA, la decisión objeto de apelación. Costas en esta instancia no se causaron.

Decisión notificada en estrados.   

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se da por terminada y en constancia firman el acta los intervinientes.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URÍBE 

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES        
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN          

LINA MARIA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria



� Corte Constitucional. Sentencia T-239 de marzo 6 de 2008. M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra. (Ver sentencia T-702 de julio 10 de 2008. M. P. Manuel José Cepeda Espinosa).


� Proceso de José Pauber Osorio Vs. I.S.S. Acta  077 de junio 11 de 2004.
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